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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA DECISIÓN JUDICIAL / REQUISITOS GENERALES Y ESPECÍFICOS DE PROCEDIBILIDAD / DEFECTO MATERIAL O SUSTANTIVO / EN QUÉ CONSISTE / SANCIÓN POR FRACASO DE TACHA DE FALSEDAD / PROCEDE ÚNICAMENTE EN CASO DE TACHA POR FALSEDAD MATERIAL, NO IDEOLÓGICA.
A pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. (…)
En ese entendido, según se desprende de la crítica, habría que aludir a un defecto material o sustantivo, del que se ha dicho “En ese orden de ideas, se está ante un defecto material o sustantivo cuando el juez basa su decisión en una norma que no es aplicable al caso por impertinente, no estar vigente, ser inexistente, haber sido declarada inexequible u otorgarle efectos distintos a los señalados en la ley. Además, para que se configure este yerro, dichas circunstancias deben tornar irrazonable la interpretación judicial, no sistemática o incluso, contraria a la ley.”, comoquiera que se pone en entredicho la posición que asumió el funcionario en torno a la aplicabilidad de la sanción prevista en el primer inciso del artículo 274 del C.G.P. (…)

… a pesar de las explicaciones que blande el accionante, no hay criterios constitucionales que permitan deducir el resquebrajamiento de los derechos fundamentales invocados. 

Así se afirma porque la decisión que tomó el despacho enjuiciado, en torno a la aplicabilidad de la condena que exige el quejoso, lejos está trasgredir los derechos de aquel, ya que la intelección que al asunto le dio el funcionario, por más discutible que le parezca al actor, y aun si pudiera admitir otras posiciones, no lleva inserta tal vulneración, que es lo que por esta vía se puede proteger, ya que no ha sido producto del mero capricho, la veleidad o el querer antojadizo del mismo. 

Por el contrario, una decisión distinta a aquella, contrariaría los postulados del debido proceso y desconocería la ley, el precedente jurisprudencial y la doctrina, en cuanto se trataba de una tacha por falsedad ideológica y no material, que es la que conduciría a la imposición de la sanción en caso de que prosperara.
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Acta No. 33 del 1° de febrero del año 2019  
Decide la Sala la acción de tutela propuesta por Horacio Antonio Cardona Daza contra el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas - Risaralda a la que fueron vinculados Orlando Antonio Peláez Noreña, Orlando Antonio Peláez Gómez, Andrea del Socorro Pulgarín y el Juzgado Segundo Civil Municipal de Dosquebradas. 
ANTECEDENTES

Horacio Antonio Cardona Daza, actuando en su propio nombre, presentó esta acción de tutela en contra del Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas - Risaralda, por la presunta violación de los derechos fundamentales al debido proceso, defensa y acceso a la administración de justicia 
Denunció, en síntesis, que en el trámite de la ejecución con radicado 66170-40-03-002-2017-00206-00, a la que asiste en calidad de demandante, se propuso la excepción de fondo denominada “excepción de alteración del texto del título valor”, la que fracasó, pese a lo cual no se le impuso a quien la invocó la sanción prevista en el artículo 274 del Código General del Proceso. 
Dijo que frente a ello presentó un recurso de apelación, con el fin de que se adicionara la sentencia en relación con esa omisión; que la impugnación se concedió, empero, esa decisión se mantuvo incólume en segunda instancia. 
Solicitó que se le ordene al Juzgado accionado pronunciarse de conformidad con lo reglado en los artículos 270 y 274 del C.G.P., y en consecuencia, condene a los demandados al pago del 20% del valor de la obligación ejecutada, en favor del demandante. 

Se dispuso dar trámite al amparo, con las mencionadas citaciones, del Juzgado Segundo Civil Municipal de Dosquebradas, se solicitó la remisión de las piezas procesales que estimara pertinentes para resolver la acción de tutela; en esta sede se tomaron copias de lo necesario. 
Adicionalmente manifestó que el despacho analizó el recurso interpuesto y se pronunció en la audiencia sobre todos los puntos motivo de inconformidad, apoyado en las normas que le son aplicables al caso, sin apartarse en ningún momento de lo que es objeto de litigio. 
Los vinculados Orlando Antonio Peláez Noreña, Orlando Antonio Peláez Gómez y Andrea del Socorro Pulgarín, solicitaron denegar el amparo, habida cuenta de que los razonamientos del juez fueron acertados y las normas que trae a cuento el accionante no encajan en el caso presente, porque dentro del proceso nunca se llevó a cabo la prueba pericial.
CONSIDERACIONES

La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares (art. 86 C.N.).
Se acude en esta oportunidad, en procura de los derechos fundamentales arriba señalados, por la inconformidad que le causa al accionante, el hecho de que el juzgado encartado hubiera omitido imponer la sanción consagrada en el artículo 274 del C.G.P., pese que no prosperó la tacha de falsedad, a quien la invocó, es decir, su contraparte en la ejecución de marras. 

  



A pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en las sentencias SU-222 de 2016, SU573 de 2017 y SU004 de 2018, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, ésta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental y (vii) violación directa a la constitución.  o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional;




Para la Sala, los presupuestos generales de procedibilidad se satisfacen, comoquiera que se aduce la vulneración del derecho fundamental al debido proceso; se hizo uso oportunamente de los medios pertinentes para controvertir la decisión que se estima anómala, esto es una solicitud de adición y un recurso de apelación, ambos, contra la sentencia de primera instancia; se cumple el principio de inmediatez ya que el fallo en segunda instancia fue proferido el 12 de diciembre de 2018; si se advirtiera la irregularidad que le achaca el demandante al funcionario, podría incidir en la decisión de fondo; se identifica razonablemente en qué consiste la trasgresión, y no se trata de una providencia dictada dentro de una acción de tutela.

En ese entendido, según se desprende de la crítica, habría que aludir a un defecto material o sustantivo, del que se ha dicho “En ese orden de ideas, se está ante un defecto material o sustantivo cuando el juez basa su decisión en una norma que no es aplicable al caso por impertinente, no estar vigente, ser inexistente, haber sido declarada inexequible u otorgarle efectos distintos a los señalados en la ley. Además, para que se configure este yerro, dichas circunstancias deben tornar irrazonable la interpretación judicial, no sistemática o incluso, contraria a la ley.”
, comoquiera que se pone en entredicho la posición que asumió el funcionario en torno a la aplicabilidad de la sanción prevista en el primer inciso del artículo 274 del C.G.P.

Para lo que es objeto de debate basta recordar, sobre la ejecución que se cuestiona, que:

(i) Los demandados presentaron una excepción denominada “EXCEPCIÓN DE ALTERACIÓN DEL TEXTO DEL TÍTULO (FALSAEDAD IDEOLÓGICA)”, en tal virtud solicitaron algunas pruebas periciales, las que fueron decretadas por el juzgado de primera instancia a cargo de la parte solicitante; esa carga se incumplió y en tal virtud el juzgado convocó a la audiencia de que tratan los artículos 372 y 373 del C.G.P., para el efecto y en consecuencia, además de la orden a las partes de comparecer a rendir interrogatorio, decretó como prueba solo la documental aportada.  

(ii) Cuando se realizó la citada diligencia, el despacho desestimó las excepciones y, por darse los presupuestos necesarios para el efecto, ordenó seguir adelante con la ejecución; apelaron las partes.

(iii) El demandante solicitó adicionar la sentencia en el sentido de imponer la sanción del 20% de que habla el artículo 274 del C.G.P., en consideración a la desestimación de las excepciones, específicamente el fracaso de la tacha propuesta por los demandados; la jueza no adicionó la sentencia y concedió la apelación.

(iv) En segunda instancia se confirmó íntegramente la sentencia, incluso se avaló la negativa de imponer la condena prevista en la norma en cita.

En este concreto asunto, se insiste en ello, la inconformidad del accionante radica en una presunta omisión, por parte del Juez Civil del Circuito de Dosquebradas, quien, pese al fracaso de la excepción de tacha de falsedad que promovieron los demandados, se abstuvo de imponer la sanción consagrada en el artículo 274 del Código General del Proceso, que reza:
ARTÍCULO 274. SANCIONES AL IMPUGNANTE VENCIDO. Cuando la tacha de falsedad se decida en contra de quien la propuso, se condenará a este a pagar a quien aportó el documento el valor del veinte por ciento (20%) del monto de las obligaciones contenidas en él, o de diez (10) a veinte (20) salarios mínimos legales mensuales vigentes (smlmv) cuando no represente un valor económico. La misma sanción se aplicará a la parte que adujo el documento a favor de la que probó la tacha.

Con relación a ese preciso aspecto el funcionario, al resolver el recurso de apelación de la sentencia esgrimió: 
“Con relación a ello, se tiene que lo propuesto por el demandado en su escrito de contestación es una excepción de mérito que denominó ''alteración del texto del título (falsedad ideológica)”, a la que se le dio el trámite que la ley establece para ello. En este sentido, la imposición de sanción que estima el demandante se le debió aplicar a su favor, corresponde a un trámite que no se adelantó, y que aunque se hubiera dado, no era posible condenarle, puesto que el artículo 274 del Código general del Proceso, es claro en advertir que dicha sanción se impondrá "cuando la tacha de falsedad se decida en contra de quien la propuso” v en este caso nada de esto sucedió.", así las cosas no son de recibo los reclamos del demandante con el fin de que se complemente o adicione la sentencia  el pasado 26 de julio de 2018”

Basta lo expuesto para concluir que a pesar de las explicaciones que blande el accionante, no hay criterios constitucionales que permitan deducir el resquebrajamiento de los derechos fundamentales invocados. 
Así se afirma porque la decisión que tomó el despacho enjuiciado, en torno a la aplicabilidad de la condena que exige el quejoso, lejos está trasgredir los derechos de aquel, ya que la intelección que al asunto le dio el funcionario, por más discutible que le parezca al actor, y aun si pudiera admitir otras posiciones, no lleva inserta tal vulneración, que es lo que por esta vía se puede proteger, ya que no ha sido producto del mero capricho, la veleidad o el querer antojadizo del mismo. 

Por el contrario, una decisión distinta a aquella, contrariaría los postulados del debido proceso y desconocería la ley, el precedente jurisprudencial y la doctrina, en cuanto se trataba de una tacha por falsedad ideológica y no material, que es la que conduciría a la imposición de la sanción en caso de que prosperara. 
En efecto, lo que se debatía con la excepción propuesta en el proceso ejecutivo era que al llenar los espacios en blanco en el título valor, se desconocieron las condiciones pactadas por quienes lo suscribieron, no la autenticidad del mismo. 
Sobre la condena que se reclama, aunque con la legislación anterior, lo que no le resta pertinencia dados los idénticos efectos que se presentan con el actual estatuto procesal, la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia explica
:  





3.2. En lo que toca con la condena que el funcionario convocado le impuso a los demandados y a sus apoderados consistente en pagar el 20% del valor contenido en el “título”, se tiene que para ello, adujo la autoridad, en el fallo memorado, que los señores Martínez Walteros y Martínez Méndez formularon la “excepción de no exigibilidad de la obligación ejecutada” con sustento en que la letra de cambio no tenía fecha de vencimiento, ni se había suscrito carta de autorización para llenar ese campo, afirmaciones que permitían colegir que para el referido extremo, “el demandante está indicando una falsedad, un hecho contrario a la realidad de lo pactado, es decir que el demandante llenó dicho espacio de manera arbitraria, contrariando lo pactado con los demandados, lo cual constituiría una falsedad ideológica cuyo autor intelectual y material sería el demandante” (se subraya). 





Siendo de esa manera las cosas, para el convocado resultaba inaceptable que el a-quo se hubiese negado a reconocer que los ejecutados tacharon el instrumento contentivo de la obligación, porque al “excepcionar” no invocaron expresamente tal figura jurídica, cuando lo que importa “no es el tenor literal de las palabras sino lo que cuenta es el contenido de las mismas”; en consecuencia, “al no haber prosperado la tacha de falsedad”, pues los interesados no demostraron que el “demandante hubiera llenado la letra sin su autorización (…) se reconoce a favor del demandante y a cargo de los demandados y los apoderados de éstos la sanción del 20% del valor del título, respondiendo solidariamente por dicho título”.





De los argumentos descritos en antelación, para la Sala el único realmente equivocado y con entidad suficiente para quebrantar derechos de rango fundamental, es el relacionado con el pago de “la sanción” equivalente al “20%” del monto  contenido en el instrumento en que se apoya el cobro coercitivo, habida cuenta que ésta procede, según se infiere de las normas que disciplinan ese tópico, en casos en los que se alega una “tacha de falsedad” material y no ideológica como fue, de acuerdo a las propias palabras del accionado, la invocada por Martínez Walteros y Martínez Méndez.





Nótese que el artículo 289 del Código de Procedimiento Civil establece que “[n]o se admitirá tacha de falsedad cuando (…) se trate de un documento privado no firmado ni manuscrito por la parte a quien perjudica”. Ahora el precepto 290 de la misma obra procedimental, consagra que “[d]el escrito de tacha se correrá traslado a las otras partes” y surtido este “se decretarán las pruebas pedidas y se ordenará de oficio o a petición de parte, el cotejo pericial de la firma o del manuscrito, o un dictamen sobre las posibles adulteraciones”; y el canon 292 ibídem contempla que “[c]uando la tacha de falsedad se decida en contra de quien la propuso, se condenará a éste a pagar a quien aportó el documento el valor del veinte por ciento del monto de las obligaciones contenidas en él”. 





De los preceptos trascritos emerge con claridad que el legislador no previó multa para aquellos casos en los que se discute “falsedad” ideológica, es decir, en los eventos que se cuestiona el documento porque su contenido no se acompasa con lo que fue la voluntad de la “parte” contra la que se presenta.





Desde esa perspectiva y siendo claro que erró el Juez al  decidir de la manera en que lo hizo, hay lugar a confirmar la providencia que concedió el resguardo deprecado.





En un amparo similar, la Corte manifestó que no encontraba “que las decisiones controvertidas comporten desviación protuberante (…) pues, [los funcionarios] en ejercicio de sus competencias analizaron el tema relativo a la viabilidad de impartirle trámite a la ´tacha de falsedad planteada´, y con apego en la normatividad aplicable al caso, concretamente los artículos 298 y 299 del Código de Procedimiento Civil, concluyeron que la tacha de falsedad solo es procedente en tratándose de falsedad que altere la materialidad del escrito, es decir, solo puede disponerse su trámite cuando se alegue la falsedad material en el documento´, cosa que, señalaron, no ocurrió en el caso escrutado, pues, se pretende desconocer el contenido del documento cuando se afirma que no es cierta la afirmación o se omiten unas manifestaciones o se estima que no se ajustan a la realidad (…) Por lo demás, no sobra indicar que la posición que asumió el Tribunal en la providencia fustigada, no dista de la que ha acogido la Corte en punto del trámite que debe impartirse a la falsedad ideológica; en efecto, en sentencia de 27 de julio de 2011, exp. 01956-00, se señaló: Corolario de lo expuesto es que la falsedad reclamada no puede` tener éxito, sin que proceda la sanción prevista en el artículo 292 del Código de Procedimiento Civil, porque la misma está autorizada en el ámbito del trámite especial consagrado para la “tacha de falsedad material”, y en este caso la modalidad invocada corresponde a la “ideológica o intelectual, la cual se sustancia por los ritos propios de las excepciones de mérito; además porque en esa materia está proscrita la analogía, por lo que única y exclusivamente se aplica a los supuestos de hecho expresamente tipificados´” (providencia de 1 de febrero de 2012, exp. 00108-00, se subraya).

Y es que, además, el asunto sobre la procedencia de la tacha de falsedad material y la improcedencia de la tacha ideológica, ha sido acuñado por la doctrina desde antaño
: 
TACHA DE FALSEDAD MATERIAL DE DOCUMENTOS Y VERIFICACIÓN DE SU AUTENTICIDAD

a)
Procedencia. Cuando la parte contra quien se opone un documento privado no auténtico y que es citada a reconocerlo, manifiesta que no lo acepta o que lo rechaza, está negando el hecho de su autenticidad y por lo tanto le impone a quien lo adujo como prueba, la carga de demostrarla; para satisfacer ésta tiene dos caminos: los términos probatorios comunes y el trámite especial para verificar su autenticidad que contempla el art. 275, igual al de la tacha de falsedad material a solicitud de quien presentó el documento; el cual debe pedirse dentro de los tres días siguientes a la diligencia, u oficiosamente por el juez si considera que se trata de prueba fundamental para la decisión de la instancia o del incidente en cual se adujo. En los dos últimos casos, la oportunidad de verificar oficiosamente la autenticidad o falsedad es la misma que el art. 180 señala para las pruebas decretadas de oficio, y demás dé las que decrete el juez por su propia iniciativa, las partes podrán solicitarle otras para que aquél las decrete si las considera útiles o convenientes.

En cambio, de conformidad con el art. 289 del C. de P. C., cuando el documento público o privado, que se afirma provenir de la otra parte o de su causante, es aducido con la demanda, si el demandado pretende negar su autenticidad debe formular la tacha de falsedad material, dentro, del término para contestar aquélla; cuando el documento se presenta con otro memorial (inclusive el de contestación a la demanda), debe formularse tacha de falsedad dentro de los cinco días siguientes a la notificación del auto que ordene tenerlo como prueba (C. de P. C., art. 289, aplicable a lo laboral y contencioso administrativo, como los textos anteriores); y cuando se presente el documento en una audiencia o diligencia, debe formularse la tacha de falsedad allí mismo o al día siguiente en que aquélla concluye, lo cual es un término angustioso (esos dos últimos renglones sobran y deben suprimirse; ha debido dejarse el término general de cinco días) .

(…)
La tacha de falsedad material tiene cabida tanto en los procesos contenciosos como en los de jurisdicción voluntaria. La falsedad material se refiere a la firma o al texto del documento; en el segundo caso, se trata de falsedad material por alteración del contenido mediante lavado, borraduras, supresiones, cambios o adiciones de su texto; en el primero de suplantación de firma. Pero es improcedente la tacha si se trata de documento que no está firmado ni manuscrito por la parte contra quien se aduce como prueba o por su causante (C. de P. C., art. 289, inc. final), porque carece de mérito probatorio si no es reconocido por ésta.

(…)
Diferente es el caso de la falsedad ideológica o intelectual, es decir, la mendacidad o simulación del contenido del documento: la primera, cuando es una declaración de ciencia que no corresponde a la verdad; la segunda, cuando es una declaración de voluntad o dispositiva que no corresponde a la realidad. Esta falsedad no es objeto de incidente especial, ni de tacha de falsedad en ningún proceso, porque en ese caso se trata de probar contra lo dicho en el documento, y se deben aprovechar los términos ordinarios de prueba. Tal es el caso de la prueba de la simulación (véase num. 192).

Reluce, entonces, un razonamiento con apoyo legal, doctrinal y jurisprudencial, sobre la impertinencia de la sanción que se pide; así que nada de arbitrario se advierte en la decisión, con lo que al juez de tutela le está vedado intervenir, pues tiene sentado también la jurisprudencia
 que:

“Sólo las actuaciones judiciales que realmente contengan una decisión arbitraria, con evidente, directa e importante repercusión en el proceso, en perjuicio de los derechos fundamentales, pueden ser susceptibles de ataque en sede constitucional. No así las decisiones que estén sustentadas en un determinado criterio jurídico, que pueda ser admisible a la luz del ordenamiento, o interpretación de las normas aplicables, pues de lo contrario se estaría atentando contra el principio de la autonomía judicial. Debe tenerse en consideración que el juez, al aplicar la ley, ha de fijar el alcance de la misma, es decir, darle un sentido frente al caso. La tarea interpretativa es, por ello, elemento propio de la actividad judicial requerida siempre, a menos que la disposición tenga un único y exclusivo entendimiento, lo cual no solo es infrecuente sino extraordinario.

[...]La vía de hecho -excepcional, como se ha dicho- no puede configurarse sino a partir de una ruptura flagrante, ostensible y grave de la normatividad constitucional o legal que rige en la materia a la que se refiere el fallo. Por tanto, mientras se apliquen las disposiciones pertinentes, independientemente de si otros jueces comparten o no la interpretación acogida por el fallador, no existe la vía de hecho...”
No se olvide, adicionalmente, que la acción de tutela no ha sido erigida como una instancia adicional con la que se pueda controvertir una decisión judicial; al contrario, su alcance es restringido y, por ello, se insiste, no permite cuestionar la interpretación que un juez realiza de un determinado asunto, a menos que ella sea tan absurda o antojadiza, que desborde la lógica, o cercene una evidente oportunidad procesal, situaciones que no acontecen, según viene de verse, en el presente asunto, con lo cual, el amparo se negará. 





Sobra decir que ningún perjuicio irremediable se ha invocado, y menos se ha demostrado, que permita la intrusión de la Sala en aquella actuación.




Así que, como viene de verse, se negará la pretensión. Se absolverá a los demás vinculados, por no hallar de su parte vulneración alguna de los derechos invocados.

 



DECISIÓN

En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, NIEGA el amparo impetrado por Horacio Antonio Cardona Daza contra el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas – Risaralda.
Se absuelve a los demás citados al trámite.  

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992 y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.  

A su regreso archívese el expediente.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS


DUBERNEY GRISALES HERRERA     

     Ausente con justificación
� Sentencia C-543-92


� Sentencia T-031/18


� La copia digital del expediente, incluso de las audiencias de primera y segunda instancia reposa a folio 31 de este cuaderno.


� CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACIÓN CIVIL, Sentencia del 12 de junio del 2013, REF. Exp. T. No. 15001 22 13 000 2013 00214 01, M.P. MARGARITA CABELLO BLANCO.


� Dévis Echandía. Hernando. Compendio de Derecho Procesal, Tomo II, Editorial ABC, Bogotá 1988, Pág. 453 a 456. 


� Sentencia T-388/06
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 


           SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 


Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo


Pereira, abril veinticuatro de dos mil dieciocho

Expedientes 66001-22-13-000-2018-00154-00 


Acta No. 126 de abril 24 de 2018

Decide la Sala la acción de tutela propuesta por Uner Augusto Becerra Largo contra el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, a la que fueron vinculados el agente del Ministerio Público local y la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda. 


ANTECEDENTES


Uner Augusto Becerra Largo, actuando en su propio nombre, presentó sendas acciones de tutela por la presunta violación de sus derechos “art 13, 83, 29 CN, entre otros”. 


Expuso que presentó una acción popular ante el despacho accionado, radicada con el número “2018-81”, donde transcurrieron 3 días sin que se profiriera auto alguno.  

Como consecuencia de ello, solicitó que “Se ORDENE inmediatamente a la Juez q cumpla términos perentorios pa admitir o rechazar la acción” “Se ordene a la tutelada que inmediata/ admita la acción” (sic) y que aporte copia de unos proveídos de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia. 


Con auto del 11 de abril se le dio impulso al trámite con las mencionadas citaciones y se ordenó al juzgado encartado la remisión de las piezas procesales que estimara pertinentes para resolver la acción de tutela. 


El Procurador regional de Risaralda explicó que la función como ente de control, está dirigida a la protección de los derechos e intereses colectivos conforme a su estructura administrativa desconcentrada, por lo que la respectiva Procuraduría regional o provincial estará al tanto de la eventual audiencia de pacto de cumplimiento que se lleve a cabo en el trámite de la acción popular. 

La funcionaria indicó que el día 5 de abril recibió la demanda a la que hace referencia el demandante y mediante providencia del 10 siguiente, la rechazó por incompetencia; adicionalmente, remitió copias de las respectivas actuaciones.

CONSIDERACIONES


La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.


Pese a que las pretensiones son confusas, entiende la Sala que se acude en procura de la protección de los derechos arriba señalados, bajo la premisa de que el juzgado encartado omite proferir auto que resuelva sobre la admisión o inadmisión de la acción popular “2018-81”. 

  
De acuerdo con la información suministrada por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, es claro que el amparo propuesto está llamado al fracaso, ya que si una acción de esta estirpe tiene como objetivo la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales cuando se vean resquebrajados por acciones u omisiones de parte de quien se demanda, en este casosno hay de dónde colegir una situación semejante, por cuanto de lo que se duele el accionante es de que el juzgado se niega a darle trámite a la acción popular señalada, situación que no corresponde a la realidad.


 



En efecto, el despacho judicial informó y demostró que sí le dio impulso a la demanda, lo que ocurre es que la rechazó por falta de competencia (f. 12) y la remitió a la ciudad de Bogotá, donde debe surtirse el trámite siguiente. Además, lo hizo dentro de los tres días hábiles de que se duele el accionante, si bien se radicó la solicitud el 5 de abril pasado y el 10 ya se había proferido el auto respectivo. . 

  



Surge, entonces, que los hechos plasmados en la acción de tutela, de los que se hace derivar la trasgresión alegada, son inexistentes, por lo que se negará la protección invocada.


                       
 
Se absolverá a las demás entidades involucradas, por no hallarse de su parte vulneración alguna frente a los derechos señalados.

DECISIÓN


En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, se NIEGA el amparo impetrado por Uner Augusto Becerra Largo contra el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal. 

Se absuelve a las demás entidades involucradas.

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992, y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.


A su regreso, archívese el expediente.


Los Magistrados,


JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO


CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  

  DUBERNEY GRISALES HERRERA  
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